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LA INStItuCIONALIdAd EMERGENtE 
EN LA GEStIóN JuRISdICCIONAL dE LA 
SEGuRIdAd EN ARGENtINA
una aproximación a un estudio comparativo
El concEpTo ViGEnTE dE SEGuridad a partir del cual las ins-
tituciones de control social implementan sus estrategias de gestión 
caracteriza el espacio público de manera diversa y dinámica. caracte-
rizaciones que hacen a la seguridad como nacional, pública, ciudada-
na o humana son más que meras calificaciones, ya que cada concep-
tualización tiene relevancia en tanto espacio de intervención civil en 
una materia tradicionalmente restringida al conocimiento técnico que 
reposó en las policías.
dado que la república argentina es un país federal, además de 
las fuerzas nacionales que tienen una intervención generalmente sub-
sidiaria a nivel provincial, existen las policías y penitenciarías provin-
ciales, como órganos de gestión jurisdiccional en el área de seguridad. 
Eso hace que el espacio nacional se reconvierta a medida que la juris-
dicción provincial se modifica en función de los límites internos que 
la administración del país se propuso diseñar para el ordenamiento 
territorial. En este trabajo preliminar, y no exhaustivo, intentamos ha-
cer un estudio comparativo que incluye una serie de institucionalida-
* martín Ángel aniceto, osvaldo Guillermo cuassolo y lic. roberto González (coord.) 
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des provinciales argentinas. En el mediano plazo intentaremos abor-
dar con la totalidad de las provincias, que suman veinticuatro, para 
poder hacer un análisis integral a nivel nacional.
Este estudio comparativo preliminar tiene por objeto analizar va-
riables relacionadas con la institucionalidad en algunas jurisdicciones 
provinciales, con el fin de establecer patrones y divergencias en la ges-
tión jurisdiccional de la seguridad que puedan explicar de una manera 
inicial la realidad diversa de la nueva lógica compleja y participativa 
en el área de seguridad.
fEdERALISMO y SEGuRIdAd EN ARGENtINA
El sistema federal como mecanismo de ordenamiento y administra-
ción territorial ha sido una estrategia para cubrir el vasto territorio 
de la república argentina de los elementos constitutivos del Estado 
nacional, entre ellos la soberanía y el poder de policía.
En los inicios de la organización nacional, la efectividad de la es-
trategia de imperio en todo el espacio geográfico considerado argenti-
no era limitada al puerto y a las vías de comunicación indispensables 
con el interior. además de la ciudad de buenos aires, la presencia del 
Estado y el control por él ejercido se efectivizaba en las rutas tradi-
cionales a cuyo (hacia el oeste de buenos aires en dirección a men-
doza y Santiago de chile) y al alto perú (hacia el noroeste de buenos 
aires en dirección a Tucumán, Salta y jujuy en orientación a bolivia 
y perú). por ello, en aquel Estado primigenio de inicios de 1800, el 
centralismo era una modalidad que respondía a la concentración del 
poder en el puerto y a la forma en que se pensaba la diagramación 
territorial, la conservación, defensa y mantenimiento del orden en 
estos espacios limitados.
Sintéticamente, desde 1810 hasta 1853, el análisis histórico nos 
ayuda a comprender que el territorio heredado de lo que otrora fuera el 
Virreinato del río de la plata, fue controlado política y administrativa-
mente de dos maneras en una complicada combinación de mecanismos:
 - centralizado: desde buenos aires donde se dominaban los 
recursos económicos, particularmente los provenientes de la 
aduana.
 - descentralizado: a cargo de los caudillos provinciales quienes 
constituyeron además de verdaderos ejércitos locales, organi-
zaciones que cumplían el poder de policía en sus territorios. 
Francisco ramírez en Entre ríos, Estanislao lópez en Santa Fe, Fa-
cundo Quiroga y chacho peñaloza en la rioja, juan bautista bus-
tos en córdoba, martín miguel de Güemes en Salta, justo josé de 
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urquiza en Entre ríos, Gervasio artigas en la banda oriental (hoy 
uruguay), Felipe Varela en catamarca y juan manuel de rosas en 
buenos aires, entre otros, son ejemplos de organizadores y de con-
trol social local en la vastedad de un territorio cuyos límites hacían 
imposible en aquel tiempo un control nacional efectivo desde buenos 
aires. Sin embargo, debemos reconocer que no siempre estos y otros 
caudillos dominantes en sus territorios respondían políticamente a 
los intereses de los porteños.  
Es en este contexto que las primeras organizaciones de control 
territorial surgen, en consonancia con el proceso complejo donde la 
emergencia del Estado nación se inmiscuye en el control geográfico 
que ejercían los caudillos locales. Estas organizaciones de control te-
rritorial serán una herramienta útil tanto para la vigilancia del espacio 
geográfico local como también para la consolidación del Estado na-
ción creando un ámbito imprescindible y básico para el afianzamien-
to de una nueva forma de sistema económico que era el capitalismo.
luego de las luchas internas, en 1853 se dicta la constitución na-
cional donde se acuerda el sistema federal (art. 1) como un principio 
fundamental emergente para la administración territorial y política 
del país. En consecuencia, la distribución espacial y política de aquel 
entonces, la distribución de la riqueza agrícola e industrial, la confor-
mación de conglomerados de habitantes, hicieron necesario el surgi-
miento de nuevos sistemas de administración asentados en el federa-
lismo, siendo éste el producto de un acuerdo que costó mucha sangre 
en las guerras intestinas entre 1820 y 1850, como así también un prin-
cipio derivado de la inspiración liberal de nuestra constitución.
coincidiendo con oscar oszlak, dentro de este proceso de cons-
trucción nacional, la conformación del Estado nacional supone a la 
vez “la organización de la instancia política que articula el control y 
la dominación en la sociedad, además de la materialización de esta 
instancia en un conjunto interdependiente de instituciones que per-
miten su ejercicio” (oszlak, 2004). bajo el principio jurídico incluido 
en nuestra carta magna que manifiesta la conservación de parte de 
las provincias de “todo el poder no delegado por esta constitución al 
Gobierno Federal” (art. 121), es que las provincias se reconocen el de-
recho de darse “sus propias instituciones locales” (art. 122) y admiten 
para sí la formación de cuerpos específicos destinados a la provisión 
de control, orden público y seguridad en sus territorios o su jurisdic-
ción. Estos cuerpos especializados, denominados policías provincia-
les iniciado ya el siglo XX, se orientaban bajo el concepto de “seguri-
dad pública” como una situación de seguridad general ligada a la idea 
de orden público, en cuyo contexto los habitantes de las provincias 
podrían gozar del conjunto de derechos fundamentales consagrados 
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en la constitución nacional. En este sentido, la seguridad y el orden 
público se asentaban en una complejidad de organizaciones y accio-
nes que estaban sujetas, por su emergencia a un complicado proceso 
de institucionalización. 
El concepto de Foucault sobre la policía en su obra “Omnes et sin-
gulatim. Hacia una crítica de la razón política”; establece que autores 
de los siglos XVi y XVii entendieron por policía algo muy distinto a 
la caracterización posterior. más que una institución o un mecanismo 
funcionando en el seno del Estado, la concebían como una técnica de 
gobierno propia de los estados, con la tarea de “permitir a los hombres 
sobrevivir, vivir y hacerlo de un modo aun mejor”. Esa policía vela por 
todo lo que se refiere a la felicidad de los hombres, aunque la policía 
vela por todo lo que regula las relaciones sociales. la policía vela so-
bre lo que está vivo. nicolas de la mare, que incorpora esa definición 
en su Traité de la Police (1705), advirtió que la policía se ocupa hasta de 
la religión, pero no –como lo destacó michel Foucault– desde el punto 
de vista de la verdadera dogmática, sino desde el punto de vista de la 
calidad moral de la vida. igualmente, en el análisis de Foucault, al ve-
lar sobre la salud y el abastecimiento, se preocupa de la preservación 
de la vida. Tratándose del comercio, de las fábricas, de los obreros, de 
los pobres y del orden público, se ocupa de las comodidades de la vida. 
al velar sobre el teatro, la literatura, los espectáculos, su objeto son los 
placeres de la vida. En pocas palabras, señala Foucault, “la vida es el 
objeto de la policía: lo indispensable, lo útil y lo superfluo. Es misión 
de la policía garantizar que la gente sobreviva, viva e incluso haga algo 
más que vivir”. 
Estos conceptos se aplican adecuadamente a esta realidad emer-
gente o bien, dicho de otra manera, cuando algo semejante a un poder 
político se ejerce sobre la comunidad. asimismo, podemos ampliar 
esta orientación conceptual manifestando que para el momento histó-
rico que se quiere interpretar, la policía se constituirá en el conjunto 
de medios a través de los cuales se pueden incrementar las fuerzas del 
Estado y simultáneamente mantener el orden en el territorio. los atri-
butos de la “estatidad”, particularmente la capacidad del Estado de 
“institucionalizar su autoridad” y de “diferenciar su control” (oszlak, 
2004) se irán consolidando a medida que el federalismo emergente 
conviva en una relación conflictiva entre los localismos y el centralis-
mo de buenos aires.
con respecto a la seguridad, podemos decir que ésta no se pue-
de entender en abstracto sino situada en un determinado esquema 
Estado-sociedad. los cambios en el Estado, siguiendo la hipótesis 
de oszlak según la cual el surgimiento del Estado dio lugar al surgi-
miento de las sociedades nacionales en latinoamérica, dieron lugar a 
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cambios en la sociedad. En este sentido, podemos decir que los pro-
blemas de seguridad se definen a partir de los cambios en la relación 
Estado-sociedad tanto a nivel nacional como a nivel local, en función 
del federalismo vigente. no obstante, algunos enfoques provinciales 
(paradigmas y doctrinas) y los modelos locales de intervención esta-
tal (sistema de control y de seguridad) nos advierten de la diversidad 
existente en argentina en relación a la adaptación a dichos cambios.
la seguridad aparece como una de las mayores preocupaciones 
tanto a nivel institucional como también a nivel social. de la misma 
manera, esta preocupación es compartida tanto a nivel federal como 
en cada una de las provincias que componen la nación. ante ello, es 
que ponemos en el centro de las dudas y reflexiones académicas, el 
problema de la gestión de la seguridad en el marco de la relación entre 
el Estado y la sociedad, y la institucionalidad variable y consecuente, 
siendo éstos factores condicionantes de una convivencia armoniosa 
en todos los espacios de la geografía nacional.
la “configuración institucional” vigente en la república argen-
tina, tomando como variables el federalismo y la organización insti-
tucional de las expresiones locales de seguridad, en este estudio pre-
liminar, puede llegar a explicar que los problemas consecuentes del 
incremento en el nivel de delito y violencia y la creciente vulnerabi-
lidad frente a las “nuevas amenazas” responden, entre otros factores, 
al marco institucional que engloba la interacción entre los miembros 
de la sociedad civil y entre ésta y el Estado en un marco democráti-
co, cambiante. Estos problemas mencionados hacen que la seguridad 
se convierta en una demanda concreta y actual, además de poner el 
tema en un estado deliberativo para que el mismo sea incorporado a 
la agenda gubernamental, y que pertenece ya a la agenda pública. la 
incorporación de dicha demanda a la agenda gubernamental en orden 
a dar cuenta del problema genera la “cuestión criminal”, es decir, la 
problematización de un hecho que es percibido como una demanda 
que debe ser resuelta (aguilar Villanueva, 1993). por último, el debate 
público y la discusión política dependen de una institucionalidad di-
versa en cada estado provincial en argentina.
LA dIVERSA INStItuCIONALIdAd ExIStENtE EN MAtERIA dE 
GEStIóN JuRISdICCIONAL dE LA SEGuRIdAd EN ARGENtINA
identificamos que hubo cambios sustanciales en el escenario social 
de la seguridad incluyendo lo institucional y lo ciudadano. Entre las 
transformaciones manifestadas advertimos un incremento cuantitati-
vo del delito y la violencia como también cambios de tipo cualitativo 
que complejizaron el universo del delito. Estos cambios podrían ser 
nuevas condiciones a las cuales las instituciones policiales que gestio-
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nan jurisdiccionalmente la seguridad, tanto federales y provinciales, 
deberían amoldarse.
En efecto, el delito y la violencia no pueden definirse unívocamen-
te ya que son algo cualitativamente distintos de lo que eran con ante-
rioridad. El universo del delito abarca hoy cuestiones que van desde 
la delincuencia común de los aglomerados urbanos a la planificada en 
el espacio rural debido a la reaparición de la riqueza agrícola, desde 
el lavado de dinero del tráfico de drogas a los secuestros express, del 
contrabando de bienes y personas a las manifestaciones violentas en 
espectáculos deportivos –en nuestro país, particularmente en el fút-
bol–, y a nivel de los espacios geográficos hoy superpuestos, desde la 
seguridad regional al espacio continental y global. En síntesis, el uni-
verso de delitos se ha complejizado siendo sus manifestaciones más 
heterogéneas y diversas. mientras tanto, los elementos y herramientas 
para enfrentar estas nuevas realidades desde las instituciones locales 
de policía se mantendrían invariables.
Simultáneamente, la población, tanto a nivel nacional como a ni-
vel de cada una de las provincias argentinas, define de manera diversa 
una imagen de estos procesos conducidos por el incremento del temor 
a ser víctima de un delito y a la estima heterogénea de las institucio-
nes que gestionan jurisdiccionalmente la seguridad. la sensación de 
inseguridad, como fenómeno social, es además de un problema de 
percepción social de las instituciones es también un problema, a nivel 
provincial, de configuración institucional de los organismos de ges-
tión de la seguridad a estos niveles. podría entenderse entonces que la 
diversidad de la gestión provincial de la seguridad obraría como cau-
sa eficiente de determinados comportamientos y pensamientos de los 
individuos, que son diversos en cada realidad provincial. Entonces, 
la conjunción de elementos objetivos –la gestión variable a nivel local 
de la seguridad, el proceso de incremento del delito y la violencia y su 
complejización– y elementos subjetivos –la difusión de la sensación de 
inseguridad– hace que en argentina en general y en las provincias en 
particular, el delito y la violencia, y la institucionalidad existente para 
combatirlos, se conviertan en una cuestión variada y pública. pero, 
subrayamos, son diversas las formas institucionales de gestionar la 
problemática de parte de cada Estado provincial.
En el cuadro que sigue, intentamos rescatar algunos datos rela-
cionados con la institucionalidad hoy existente en algunas provincias 
argentinas. la ambición es realizar una búsqueda exhaustiva en todas 
las provincias pero a modo preliminar es que presentamos este cuadro 
orientativo sobre la realidad que hoy analizamos.
a los efectos explicativos, extraemos datos con respecto a las leyes 
vigentes en materia de seguridad y accionar policial ya que creemos 
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que ellas nos pueden dar una orientación jurídica y conceptual sobre 
la seguridad. Enumeramos también datos relacionados con la forma 
del control de la conducta policial y penitenciaria porque creemos que 
la institucionalidad emergente a esta función indica avances o estan-
camientos en el control civil sobre los responsables de la seguridad. 
El reconocimiento de la participación civil en el escenario de la se-
guridad es más que una mera definición jurídica; es la definición de 
un nuevo escenario con nuevos involucramientos e injerencias. por 
último, datos organizacionales a nivel gubernamental nos ayudan a 
precisar aún más la institucionalidad, particularmente en su aspecto 
político, hoy emergente en la gestión jurisdiccional de la seguridad. 
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l 
en
 m
at
er
ia
 d
e 
se
gu
rid
ad
. 
Só
lo
 e
l p
or
ta
l o
fic
ia
l d
e 
la
 
Po
lic
ía
 d
e 
Sa
lta
 e
xp
re
sa
 q
ue
 
de
nt
ro
 d
e 
lo
s 
ob
je
tiv
os
 q
ue
 la
 
in
st
itu
ci
ón
 p
os
ee
 e
st
á 
el
 d
e 
au
m
en
ta
r l
a 
co
m
un
ic
ac
ió
n 
co
n 
el
 v
ec
in
da
rio
, a
 fi
n 
de
 p
ro
cu
ra
r 
la
 p
ar
tic
ip
ac
ió
n 
ac
tiv
a 
de
 la
s 
pe
rs
on
as
 fí
si
ca
s 
y/
o 
ju
ríd
ic
as
 
en
 la
 id
en
tifi
ca
ci
ón
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 s
ol
uc
ió
n 
de
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s 
pr
ob
le
m
as
 s
oc
ia
le
s;
 
co
m
o 
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í t
am
bi
én
 la
 in
te
gr
ac
ió
n 
de
 lo
s 
m
ed
io
s 
m
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iv
os
 d
e 
co
m
un
ic
ac
ió
n 
en
 e
l a
cc
io
na
r 
pr
ev
en
tiv
o.
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 P
ol
ic
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 d
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 P
ro
vi
nc
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 d
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lta
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l S
er
vi
ci
o 
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te
nc
ia
rio
, d
ep
en
de
n 
or
gá
ni
ca
m
en
te
 d
e 
la
 
Se
cr
et
ar
ia
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 
y 
és
te
 d
el
 M
in
is
te
rio
 d
e 
Ju
st
ic
ia
 S
eg
ur
id
ad
 y
 
De
re
ch
os
 H
um
an
os
.
Go
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ad
or
:
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M
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UB
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M
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tro
 d
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lo
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. K
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ER
Se
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ar
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rid
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 d
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:
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 d
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m
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 d
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m
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ia
l d
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é 
en
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vi
l e
n 
m
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er
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 d
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se
gu
rid
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Se
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 d
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gá
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m
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te
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ar
ia
 d
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Se
gu
rid
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da
da
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te
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 d
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m
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m
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itu
ci
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 c
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at
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na
.
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 s
e 
pr
ev
é 
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gi
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ió
n 
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ge
nt
e 
la
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tic
ip
ac
ió
n 
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l 
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er
ia
 d
e 
se
gu
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. E
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ta
l o
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ia
l d
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la
 
cr
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 d
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m
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 m
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 d
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 d
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 c
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 d
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; d
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nt
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s 
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 d
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en
er
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le
m
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 d
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 d
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ci
ón
 d
el
 A
rt.
 3
5 
de
 
la
 C
on
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 d
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l m
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 d
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 d
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ir 
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la
 O
rg
an
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ne
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 d
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9.
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 L
ey
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.8
94
/0
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es
ta
bl
ec
e 
la
 p
ar
tic
ip
ac
ió
n 
ci
ud
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an
a 
a 
tra
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s 
de
:
- A
rt.
 9
 C
om
po
ne
nt
es
 d
el
 
Si
st
em
a 
de
 S
eg
ur
id
ad
 P
ub
lic
a:
e)
 J
un
ta
s 
Co
m
un
al
es
.
p)
 F
or
os
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 P
úb
lic
a.
Ca
pi
tu
lo
 V
 –
 P
ar
tic
ip
ac
ió
n 
Ci
ud
ad
an
a 
Ar
t. 
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 y
 1
7.
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 P
ol
ic
ía
 M
et
ro
po
lit
an
a 
de
pe
nd
e 
or
gá
ni
ca
m
en
te
 
de
l M
in
is
te
rio
 d
e 
Ju
st
ic
ia
 y
 S
eg
ur
id
ad
 d
e 
la
 C
iu
da
d 
de
 B
s.
 A
s.
Je
fe
 d
e 
Go
bi
er
no
:
In
g.
 M
au
ric
io
 M
AC
RI
M
in
is
tro
 d
e 
Ju
st
ic
ia
 y
 
Se
gu
rid
ad
:
Dr
. G
ui
lle
rm
o 
M
ON
TE
NE
GR
O
Je
fe
 d
e 
Po
lic
ía
:
Li
ce
nc
ia
do
 e
n 
Ci
en
ci
as
 
Po
lít
ic
as
 E
ug
en
io
 B
UR
ZA
CO
SA
NT
A 
FE
- 
En
 v
ig
en
ci
a 
Le
y 
Or
gá
ni
ca
 P
ol
ic
ia
l 
Nº
 7
.3
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/7
5.
- 
Pr
ov
in
ci
a 
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he
rid
a 
a 
la
 L
ey
 
Na
ci
on
al
 N
º 2
4.
44
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94
 d
e 
Tr
an
si
to
 y
 S
eg
ur
id
ad
 V
ia
l y
 D
ct
o.
 
Re
gl
am
en
ta
rio
 N
º 7
79
/9
5.
El
 ré
gi
m
en
 d
e 
co
nt
ro
l s
e 
es
ta
bl
ec
e 
a 
tra
vé
s 
de
 la
 L
ey
 N
º 
12
.5
21
/0
6 
de
 P
er
so
na
l P
ol
ic
ia
l.
As
im
is
m
o,
 e
n 
el
 p
or
ta
l d
e 
la
 P
ro
vi
nc
ia
 e
st
ab
le
ce
 la
 
cr
ea
ci
ón
, d
es
de
 a
l a
ño
 1
99
8,
 
un
 o
rg
an
is
m
o 
de
pe
nd
ie
nt
e 
de
 
la
 S
ub
se
cr
et
ar
ía
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 
Pú
bl
ic
a 
qu
e 
in
ve
st
ig
a 
y 
co
nt
ro
la
 
el
 a
cc
io
na
r d
el
 P
er
so
na
l P
ol
ic
ia
l, 
po
r m
ed
io
 d
e 
 a
ct
ua
ci
on
es
 
su
m
ar
ia
le
s 
co
n 
in
te
rv
en
ci
ón
 
de
 la
 J
us
tic
ia
 c
om
pe
te
nt
e.
 
As
im
is
m
o,
 re
al
iza
 e
l c
on
tra
lo
r 
de
 in
gr
es
os
 a
 la
 in
st
itu
ci
ón
 
po
lic
ia
l y
 ll
ev
a 
un
 re
gi
st
ro
 
re
se
rv
ad
o 
de
 lo
s 
an
te
ce
de
nt
es
 
pe
na
le
s,
 c
on
tra
ve
nc
io
na
le
s 
y 
ad
m
in
is
tra
tiv
os
 d
e 
lo
s 
m
is
m
os
.
M
ed
ia
nt
e 
De
cr
et
o 
de
l P
od
er
 
Ej
ec
ut
iv
o 
Pr
ov
in
ci
al
 N
º 3
.4
69
/0
5 
se
 c
re
a 
la
 D
ire
cc
ió
n 
Pr
ov
in
ci
al
 
de
 S
eg
ur
id
ad
 C
om
un
ita
ria
, 
de
pe
nd
ie
nt
e 
de
 la
 S
ub
se
cr
et
ar
ia
 
de
 S
eg
ur
id
ad
 P
ub
lic
a,
 c
on
 
ob
je
tiv
os
 d
e 
es
ta
bl
ec
er
 y
 
ej
ec
ut
ar
 e
n 
co
or
di
na
ci
ón
 
co
n 
lo
s 
ot
ro
s 
M
in
is
te
rio
s 
un
 
pr
og
ra
m
a 
de
 p
ar
tic
ip
ac
ió
n 
ci
ud
ad
an
a 
en
 la
 p
re
ve
nc
ió
n 
de
l d
el
ito
: e
n 
co
or
di
na
r u
n 
si
st
em
a 
de
 a
ct
ua
ci
ón
 c
on
ju
nt
a 
co
n 
la
 P
ol
ic
ía
 e
n 
la
 d
et
ec
ci
ón
 
y 
so
lu
ci
ón
 d
e 
pr
ob
le
m
as
 q
ue
 
pu
ed
an
 ll
ev
ar
 a
 la
 c
rim
in
al
id
ad
. 
(N
o 
po
se
e 
m
ar
co
 le
ga
l).
Ex
is
te
 u
n 
M
in
is
te
rio
 d
e 
Se
gu
rid
ad
. L
a 
Po
lic
ía
 d
e 
la
 P
ro
vi
nc
ia
 d
e 
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nt
a 
Fe
 
de
pe
nd
e 
or
gá
ni
ca
m
en
te
 
de
 la
 S
ub
se
cr
et
ar
ia
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 y
 a
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u 
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és
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el
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in
is
te
rio
 d
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Se
gu
rid
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.
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 d
e 
la
 C
iu
da
d 
Au
tó
no
m
a 
de
 B
s.
 A
s.
- 
Po
r e
l m
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 d
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 d
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l d
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, d
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cr
et
ar
ía
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 
Pú
bl
ic
a 
qu
e 
in
ve
st
ig
a 
y 
co
nt
ro
la
 
el
 a
cc
io
na
r d
el
 P
er
so
na
l P
ol
ic
ia
l, 
po
r m
ed
io
 d
e 
 a
ct
ua
ci
on
es
 
su
m
ar
ia
le
s 
co
n 
in
te
rv
en
ci
ón
 
de
 la
 J
us
tic
ia
 c
om
pe
te
nt
e.
 
As
im
is
m
o,
 re
al
iza
 e
l c
on
tra
lo
r 
de
 in
gr
es
os
 a
 la
 in
st
itu
ci
ón
 
po
lic
ia
l y
 ll
ev
a 
un
 re
gi
st
ro
 
re
se
rv
ad
o 
de
 lo
s 
an
te
ce
de
nt
es
 
pe
na
le
s,
 c
on
tra
ve
nc
io
na
le
s 
y 
ad
m
in
is
tra
tiv
os
 d
e 
lo
s 
m
is
m
os
.
M
ed
ia
nt
e 
De
cr
et
o 
de
l P
od
er
 
Ej
ec
ut
iv
o 
Pr
ov
in
ci
al
 N
º 3
.4
69
/0
5 
se
 c
re
a 
la
 D
ire
cc
ió
n 
Pr
ov
in
ci
al
 
de
 S
eg
ur
id
ad
 C
om
un
ita
ria
, 
de
pe
nd
ie
nt
e 
de
 la
 S
ub
se
cr
et
ar
ia
 
de
 S
eg
ur
id
ad
 P
ub
lic
a,
 c
on
 
ob
je
tiv
os
 d
e 
es
ta
bl
ec
er
 y
 
ej
ec
ut
ar
 e
n 
co
or
di
na
ci
ón
 
co
n 
lo
s 
ot
ro
s 
M
in
is
te
rio
s 
un
 
pr
og
ra
m
a 
de
 p
ar
tic
ip
ac
ió
n 
ci
ud
ad
an
a 
en
 la
 p
re
ve
nc
ió
n 
de
l d
el
ito
: e
n 
co
or
di
na
r u
n 
si
st
em
a 
de
 a
ct
ua
ci
ón
 c
on
ju
nt
a 
co
n 
la
 P
ol
ic
ía
 e
n 
la
 d
et
ec
ci
ón
 
y 
so
lu
ci
ón
 d
e 
pr
ob
le
m
as
 q
ue
 
pu
ed
an
 ll
ev
ar
 a
 la
 c
rim
in
al
id
ad
. 
(N
o 
po
se
e 
m
ar
co
 le
ga
l).
Ex
is
te
 u
n 
M
in
is
te
rio
 d
e 
Se
gu
rid
ad
. L
a 
Po
lic
ía
 d
e 
la
 P
ro
vi
nc
ia
 d
e 
Sa
nt
a 
Fe
 
de
pe
nd
e 
or
gá
ni
ca
m
en
te
 
de
 la
 S
ub
se
cr
et
ar
ia
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 y
 a
 s
u 
ve
z 
és
ta
 d
el
 M
in
is
te
rio
 d
e 
Se
gu
rid
ad
.
Go
be
rn
ad
or
:
Dr
. H
er
m
es
 J
ua
n 
BI
NN
ER
 
M
in
is
tro
 d
e 
M
in
is
tro
 d
e 
Se
gu
rid
ad
:
Dr
. A
lv
ar
o 
GA
VI
OL
A
Su
bs
ec
re
ta
rio
 d
e 
Se
gu
rid
ad
:
Dr
. L
ui
s 
Al
be
rto
 B
AR
AC
AT
Je
fe
 d
e 
Po
lic
ía
:
Di
r. 
Gr
al
. O
sv
al
do
 D
an
ie
l 
TO
LE
DO
CÓ
RD
OB
A
- 
Po
se
e 
la
 L
ey
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 P
ub
lic
a 
Le
y 
Pc
ia
l N
º 9
23
5/
05
; é
st
a 
cr
ea
 u
n 
si
st
em
a 
de
 S
eg
ur
id
ad
 P
úb
lic
a 
de
 la
 
Pr
ov
in
ci
a 
de
 C
ór
do
ba
 in
vo
lu
cr
an
do
 
a 
do
s 
(0
2)
 in
te
gr
an
te
s 
y 
a 
se
is
 (0
6)
 
au
xi
lia
re
s.
- A
si
m
is
m
o,
 p
os
ee
 s
u 
pr
op
ia
 L
ey
 
de
 T
ra
ns
ito
, l
a 
Le
y 
Nº
 8
.5
60
/9
6 
T.
O.
  
20
04
. R
eg
la
m
en
ta
da
 p
or
 D
ct
o.
 N
º 
31
8/
08
.
Ac
tu
al
m
en
te
, e
l p
er
so
na
l s
e 
rig
e 
m
ed
ia
nt
e 
la
 L
ey
 N
º 9
.7
28
/1
0 
de
 P
er
so
na
l P
ol
ici
al
. E
l p
ro
ce
so
 
ad
m
in
ist
ra
tiv
o 
es
 in
st
ru
id
o 
po
r 
un
 Tr
ib
un
al
 C
ivi
l d
e 
Co
nd
uc
ta
 
Po
lic
ia
l y
 P
en
ite
nc
ia
rio
, in
te
gr
ad
o 
po
r u
n 
re
pr
es
en
ta
nt
e 
de
 c
ad
a 
po
de
r p
ro
vin
cia
l (
PL
, P
E,
 P
J)
, 
re
gi
do
s 
m
ed
ia
nt
e 
Le
y 
Pc
ia
l. N
º 
9.
12
0,
 la
 c
ua
l e
s 
re
gl
am
en
ta
da
 
m
ed
ia
nt
e 
el
 R
ég
im
en
 
Di
sc
ip
lin
ar
io
 P
ol
ici
al
 D
ct
o.
 P
cia
l. 
Nº
 1
.7
53
/0
3.
 A
nt
e 
fa
lta
s 
le
ve
s 
co
ns
ta
ta
 y
 s
an
cio
na
 la
 In
st
itu
ció
n 
Po
lic
ia
l o
 P
en
ite
nc
ia
ria
; f
al
ta
s 
gr
av
es
 y
 g
ra
vís
im
as
 c
on
st
at
a 
la
 
in
st
itu
ció
n 
(o
 e
l t
rib
un
al
 d
e 
ofi
cio
) 
y 
sa
nc
io
na
 e
l T
rib
un
al
 C
ivi
l d
e 
Co
nd
uc
ta
 P
ol
ici
al
 y
 P
en
ite
nc
ia
rio
.
La
 L
ey
 N
º 9
.2
35
 p
re
vé
 la
 
cr
ea
ci
ón
 d
e 
un
 S
is
te
m
a 
de
 
Se
gu
rid
ad
 P
ub
lic
a,
 e
n 
do
nd
e 
se
 
in
co
rp
or
an
 a
 d
is
tin
to
s 
ac
to
re
s 
de
 la
 s
oc
ie
da
d,
 in
cl
uy
en
do
 a
qu
í 
la
s 
Ju
nt
as
 d
e 
Pa
rti
ci
pa
ci
ón
 
Ci
ud
ad
an
a.
 E
n 
la
 a
ct
ua
lid
ad
 h
ay
 
co
nf
or
m
ad
as
 d
os
ci
en
ta
s 
on
ce
 
(2
11
) J
un
ta
s 
de
 P
ar
tic
ip
ac
ió
n 
Ci
ud
ad
an
a 
en
 to
da
 la
 P
ro
vi
nc
ia
 
de
 C
ór
do
ba
, q
ue
 p
ar
tic
ip
an
 
en
 e
l S
is
te
m
a 
de
 S
eg
ur
id
ad
 
Pú
bl
ic
a.
La
 P
ol
ic
ía
 d
e 
la
 P
ro
vi
nc
ia
 d
e 
Có
rd
ob
a 
de
pe
nd
ía
 
or
gá
ni
ca
m
en
te
 d
el
 
M
in
is
te
rio
 d
e 
Se
gu
rid
ad
, 
Le
y 
Nº
 9
.2
35
 A
rt.
 2
0.
 
Ac
tu
al
m
en
te
 n
o 
es
tá
 
co
ns
tit
ui
do
 d
ic
ho
 
m
in
is
te
rio
, d
ep
en
di
en
do
 
or
gá
ni
ca
m
en
te
 d
el
 
M
in
is
te
rio
 d
e 
Go
bi
er
no
.
Go
be
rn
ad
or
:
Cr
. J
ua
n 
SC
HI
AR
ET
TI
M
in
is
tro
 d
e 
Go
bi
er
no
:
Dn
. C
ar
lo
s 
CA
SE
RI
O
Je
fe
 d
e 
Po
lic
ía
:
Cr
io
. G
ra
l. 
Te
c.
 S
up
. A
le
jo
. D
. 
PA
RE
DE
S
RÍ
O 
NE
GR
O
- 
Po
se
e 
la
 L
ey
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 
Pu
bl
ic
a 
Nº
 4
.2
00
/0
7.
 C
re
a 
un
 
si
st
em
a 
pr
ov
in
ci
al
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 
Pú
bl
ic
a 
in
vo
lu
cr
an
do
 a
 c
at
or
ce
 (1
4)
 
in
te
gr
an
te
s.
- A
si
m
is
m
o,
 s
e 
or
ga
ni
za
 m
ed
ia
nt
e 
Le
y 
Or
gá
ni
ca
 P
ol
ic
ia
l N
º 1
.9
65
/8
5.
- 
Pr
ov
in
ci
a 
ad
he
rid
a 
a 
la
 L
ey
 
Na
ci
on
al
 N
º 2
4.
44
9/
94
. L
ey
 d
e 
Tr
an
si
to
 y
 S
eg
ur
id
ad
 V
ia
l y
 D
ct
o.
 
Re
gl
am
en
ta
rio
 N
º 7
79
/9
5.
M
ed
ia
nt
e 
Le
y 
Nº
 4
.2
00
/0
7 
se
 
cr
ea
 la
 fi
gu
ra
 d
e 
Au
di
to
r G
en
er
al
 
de
 A
su
nt
os
 In
te
rn
os
, o
rg
an
ism
o 
de
pe
nd
ie
nt
e 
di
re
ct
am
en
te
 d
e 
la
 S
ec
re
ta
ría
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 
y 
Ju
st
ici
a,
 c
on
 e
l o
bj
et
o 
de
 
“p
la
ni
fic
ar
 y
 c
on
du
cir
 la
s 
ac
cio
ne
s 
te
nd
ie
nt
es
 a
 p
re
ve
ni
r, 
id
en
tifi
ca
r, 
in
ve
st
ig
ar
 y
 s
an
cio
na
r 
aq
ue
lla
s 
co
nd
uc
ta
s 
vin
cu
la
da
s 
co
n 
la
 a
ct
ua
ció
n 
de
l p
er
so
na
l 
de
pe
nd
ie
nt
e 
de
l E
st
ad
o 
Pr
ov
in
cia
l 
al
ca
nz
ad
o 
po
r e
st
a 
le
y”
.
As
im
ism
o,
 p
os
ee
 la
 L
ey
 N
º 6
79
 
de
 P
er
so
na
l P
ol
ici
al
, e
n 
la
 c
ua
l 
se
 ti
pi
fic
an
 la
s 
tra
ns
gr
es
io
ne
s 
ad
m
in
ist
ra
tiv
as
.
La
 L
ey
 N
º 4
.2
00
/0
7,
 in
co
rp
or
a 
de
nt
ro
 d
e 
su
s 
in
te
gr
an
te
s 
lo
s 
Co
ns
ej
os
 L
oc
al
es
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 
Ci
ud
ad
an
a 
y 
lo
s 
Co
ns
ej
os
 
Re
gi
on
al
es
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 R
ur
al
, 
en
tre
 o
tro
s.
As
im
is
m
o,
 p
ro
m
ue
ve
 la
 
cr
ea
ci
ón
 d
e 
Cu
er
po
s 
de
 
Pr
ev
en
ci
ón
 C
iv
il,
 a
 n
iv
el
 
m
un
ic
ip
al
 (s
in
 p
or
ta
ci
ón
 d
e 
ar
m
as
).
La
 P
ol
ic
ía
 d
e 
la
 
Pr
ov
in
ci
a 
de
 R
ío
 N
eg
ro
 
de
pe
nd
e 
or
gá
ni
ca
m
en
te
 
de
 la
 S
ec
re
ta
ria
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 y
 J
us
tic
ia
, 
y 
a 
su
 v
ez
, é
st
a 
de
l 
M
in
is
te
rio
 d
e 
Go
bi
er
no
.
Go
be
rn
ad
or
:
Dr
. M
ig
ue
l A
. S
AI
Z
M
in
is
tro
 d
e 
Go
bi
er
no
:
Cr
. J
os
e 
L.
 R
OD
RI
GU
EZ
Se
cr
et
ar
ia
 d
e 
Se
gu
rid
ad
 y
 
Ju
st
ic
ia
:
Dr
a.
 N
ad
ia
 V
an
es
a 
RU
IZ
Je
fe
 d
e 
Po
lic
ía
:
Cr
io
. G
ra
l. 
Ví
ct
or
 Á
ng
el
 
CU
FR
E
Fu
en
te
: e
la
bo
ra
ci
ón
 p
ro
pi
a 
a 
pa
rti
r d
e 
da
to
s 
re
ca
ba
do
s 
en
 c
ad
a 
pr
ov
in
ci
a 
m
en
ci
on
ad
a.
 A
lg
un
os
 d
at
os
 d
e 
or
ga
ni
za
ci
ón
 p
ue
de
n 
ha
be
r c
am
bi
ad
o 
a 
la
 fe
ch
a.
eL priSMa de LaS SeguridadeS en aMériCa Latina
106
Mapa de la República Argentina con los casos seleccionados
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ALGuNOS ELEMENtOS INStItuCIONALES quE COMPARtEN 
LAS PROVINCIAS ARGENtINAS EN MAtERIA dE GEStIóN 
JuRISdICCIONAL dE LA SEGuRIdAd
a partir de los datos extraídos del cuadro comparativo preliminar, po-
demos manifestar que existen algunas realidades institucionales que 
hacen posible analizar a la actualidad de las provincias argentinas es-
tudiadas como convergente.
En primer lugar, el marco democrático en el cual las provincias 
argentinas desarrollan sus estrategias de seguridad. una realidad visi-
ble en los países latinoamericanos, entre ellos argentina y consecuen-
temente sus provincias, es la democracia como marco fundamental 
para la interacción entre ciudadanía e instituciones de control social. 
la democracia funciona como el elemento común en los estados pro-
vinciales investigados como entorno necesario para la expansión de 
una dinámica institucional, donde la gestión y el control de la mis-
ma es compartida por diversos actores que interactúan de diferentes 
maneras y con diferentes efectos. El Estado de derecho, en ellas, se 
asienta sobre los principios básicos de respeto a las condiciones esen-
ciales del ser humano y la vida en sociedad lo que impone una serie 
de restricciones en el accionar de las organizaciones convocadas a la 
preservación de lo que se denomina orden público.
las instituciones que gestionan la seguridad en estas provincias 
aparecen como participantes todas ellas de sociedades democráticas. 
Ellas constituyen el primer eslabón en la cadena de actores de carác-
ter estatal local encargados de hacer cumplir la ley. Estas instituciones 
mantienen para sí la posibilidad del uso de la fuerza pública, atribu-
ción esta que apunta a la manutención del orden y la seguridad como 
así también para resguardar el cumplimiento de las leyes. al decir de 
Francois masclanis (2003), las policías provinciales se convierten en 
“[…] un modo de expresión de la autoridad administrativa y política 
e instrumento de protección de la sociedad civil”.  contradiciendo a 
jobard (2001), es posible que en otros tiempos las policías se hayan 
beneficiado de la soberanía de sus decisiones, pero en la actualidad de 
las provincias interpeladas es imposible sostener que esta soberanía 
no se encuentre compartida con los dirigentes de los gobiernos civiles 
que tomaron injerencia en los asuntos de seguridad, otrora privilegios 
de los profesionales de la seguridad, y en democracia sostienen el con-
trol y las definiciones de las políticas públicas de seguridad. 
En segundo lugar, las provincias argentinas investigadas compar-
ten como realidad común el hecho de que el monopolio de la definición 
de las metas y estrategias de seguridad, históricamente a manos exclusi-
vas de las policías, hoy no existe. la facultad de definir las situaciones 
en las cuales las policías deben intervenir dejó de ser un privilegio de 
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los cuerpos policiales para ser una nueva dimensión civil en la cual 
nuevos actores institucionales, previstos en las leyes orgánicas de cada 
provincia, diseñan y deciden la orientación que las policías deben se-
guir. En síntesis, en los casos estudiados, lo que fuera en su momento 
autoridad monolítica en el área de seguridad, a favor de las policías 
provinciales, hoy se advierte compartida en un marco democrático.
aún cuando las leyes orgánicas, propias de la organización poli-
cial, no se expresan acerca de la nueva injerencia civil en el escenario 
de la seguridad, el control y la dirección civil se manifiesta de manera 
unívoca.
En tercer lugar, todas las provincias argentinas abordadas sostie-
nen como denominador común la conducción institucional de la segu-
ridad en manos de civiles. Ya sea a partir de ministerios de Seguridad 
y alguna otra función adherida, o bien como Secretarías de Estado 
dependientes directamente de los gobernadores de provincia, quie-
nes dirigen los procesos de diseño y creación de políticas son civiles. 
En relación directa del nuevo marco democrático en el que se desa-
rrolla la gestión jurisdiccional de la seguridad, vemos que todas las 
organizaciones –partes innegables de las administraciones públicas 
provinciales– están a cargo de civiles. Ello es particularmente im-
portante ya que estos civiles asumen la conducción política de los 
organismos estatales provinciales de quienes dependen las policías. 
Si bien cada una de estas policías responde a jefes policiales, a su vez 
estos últimos se someten a la dirección política de civiles; pero ello no 
necesariamente refleja una homogeneidad de criterios íntegramente 
democráticos por parte de la conducción civil, y que seguramente el 
análisis particular de cada uno de ellos, proyectaría su perspectiva de 
la democracia en la actualidad. 
En cuarto lugar, en estas provincias existe otro denominador 
común que es la preocupación compartida a nivel de la sociedad 
civil acerca de la inseguridad. la “cuestión criminal” como tema de 
agenda pública constituye una novedad convergente en cada una de 
las jurisdicciones analizadas. los cambios que se vienen operando 
a nivel internacional desde fines de los setenta y principios de los 
ochenta han transformado –entre tantas otras cosas– la situación de 
seguridad de la población y las provincias argentinas mencionadas 
no se encuentran abstraídas de estos procesos. Esta reciente apari-
ción de la cuestión criminal en las agendas locales hace que la nece-
sidad de una nueva institucionalidad como también el diseño de po-
líticas públicas de seguridad sea reciente. Esto explica parcialmente, 
al decir de Gorgal, el recorrido errático de la intervención estatal 
en materia de seguridad y el pobre desempeño de las instituciones 
involucradas (Gorgal, 2005). 
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ALGuNOS ELEMENtOS INStItuCIONALES EN LAS PROVINCIAS 
ARGENtINAS quE HACEN dIVERSA LA GEStIóN JuRISdICCIONAL 
dE LA SEGuRIdAd
En primer lugar, el federalismo vigente hace que las realidades institu-
cionales sean diversas. las configuraciones institucionales emergentes 
para la gestión de la seguridad a nivel de las provincias estudiadas 
responden al principio de autonomía según el cual éstas se dan sus 
propias instituciones. Si bien existen algunas tendencias que generan 
cierta forma institucional convergente de asumir la problemática de 
la seguridad como por ejemplo la aparición de los ministerios de Se-
guridad provinciales, la definición en los cuerpos legales de principios 
fundamentales o reglamentarios es variada, y en algunos casos inexis-
tente, especialmente en aquellos donde el accionar en la materia está 
solamente regido por leyes orgánicas policiales. Si bien cuerpos lega-
les como los de córdoba, río negro y ciudad de buenos aires tienen 
definiciones conceptuales valiosas al definir a la policía como “civiles 
armados” (ley n° 9.235 de córdoba, ley n° 2894 de la ciudad autó-
noma de buenos aires), otras carecen de estas conceptualizaciones, lo 
que produciría una desorientación sobre valiosas definiciones que se 
prestaría a interpretaciones oportunistas. consideraciones similares 
con respecto a la emergencia de un sistema provincial de seguridad 
podemos hacer a partir de los tres casos mencionados. 
En segundo lugar, la institucionalidad emergente en materia de se-
guridad es diversa según las legislaciones que enmarcan el accionar de 
las instituciones de seguridad y policial. Existen provincias que, si bien 
manifiestan orgánicamente en sus gobiernos la preocupación institu-
cional por la seguridad admitiendo ministerios o Secretarías de Es-
tado especializadas en el área, la legislación existente no condice con 
éstas. las leyes orgánicas policiales, en aquellas provincias que sos-
tienen este cuerpo reglamentario, son en general de muy larga data. 
además de no existir un acompañamiento de otro cuerpo legal más 
actualizado, es posible que las adaptaciones a las nuevas realidades 
emergentes en materia de seguridad sean difíciles. un caso paradójico 
es el de la provincia de Tucumán que sostiene el único ministerio de 
Seguridad ciudadana hoy existente en el país pero la legislación pro-
vincial en la materia está limitada a una ley orgánica policial inade-
cuada a los tiempos vigentes. 
En tercer lugar, la organización política de la seguridad es divergen-
te. ministerios de alto rango o Secretarías de menor interés no expre-
san una posición común en materia de las búsquedas institucionales 
necesarias para enfrentar un problema común. provincias como la de 
buenos aires, Tucumán, Santa Fe y la ciudad autónoma de buenos 
aires (caba) poseen ministerios de Seguridad con el área exclusiva 
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de actuación de la seguridad. En cambio, provincias como Salta y 
chaco adhieren esta nueva función y responsabilidad institucional a 
otras ya tradicionales como en los ministerios de justicia y Gobierno. 
por último, como es el caso de córdoba, la seguridad tiene un rango 
menor en términos organizacionales al ser Secretaría del ministerio 
de Gobierno provincial. Esta diversidad en la consideración política 
de la problemática hace que en definitiva los cuerpos policiales estén 
sujetos y subordinados a organizaciones de diverso rango político y 
administrativo. así, siguiendo a Gorgal, el modelo organizacional –
esto es, el diseño, el marco de incentivos y el esquema de funciona-
miento operativo– de las instituciones a través de las cuales el Estado 
provincial cumple con las funciones de gestión de la seguridad po-
dría verse afectado tanto por la explosión cuantitativa del delito y la 
violencia, por un lado, y por la heterogeneidad y complejidad en las 
manifestaciones institucionales que dichas realidades van exigiendo a 
los órganos estatales.
En cuarto lugar, la participación civil es un reconocimiento varia-
ble que responde a la heterogeneidad de los casos estudiados. los ca-
sos de buenos aires, río negro, ciudad de buenos aires, córdoba, 
chaco y Santa Fe, nos indican que la participación ciudadana emerge 
como un nuevo factor en la institucionalidad existente en materia de 
la gestión jurisdiccional de la seguridad. la posibilidad de que los 
ciudadanos sean considerados actores intervinientes en materia de 
seguridad, en los casos mencionados, hace que la caracterización de 
la democracia participativa se efectivice a partir de estas nuevas rea-
lidades emergentes. Sin embargo, la participación ciudadana no tiene 
la misma expresión institucional en provincias como Salta y jujuy, 
en las cuales no existen manifestaciones institucionales acordes al 
marco y la evolución democrática de nuestras sociedades. Expresio-
nes del delito y la violencia han sido preocupaciones emergentes para 
nuestras instituciones y nuestros ciudadanos. por ello, la intervención 
civil, ya sea desde la conducción de los organismos políticos o desde 
la apreciación de los problemas que a nivel micro social afectan a la 
ciudadanía, es de fundamental importancia para el abordaje actual de 
la situación descripta.
CONCLuSIONES PRELIMINARES
En nuestras sociedades podemos apreciar que “existe una legislación, 
un discurso y una organización del derecho público articulados en 
torno del principio de soberanía del cuerpo social y de la delegación 
que cada uno hace de su soberanía al Estado” (Garibaldi, 2006). Si-
multáneamente, y en cierta contraposición a esta idea del contrato 
social, existen numerosos mecanismos institucionalizados de coer-
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ciones disciplinarias que tienden a garantizar la cohesión y la armo-
nía de nuestras sociedades. pero ninguna de estas configuraciones 
es absoluta ya que no podemos sentar la emergencia del Estado, por 
lo menos en latinoamérica, bajo el supuesto de la autonomía del 
cuerpo social a partir de la cual éste surge como tampoco podemos 
presuponer que el surgimiento de la coerción institucional garantice 
la afinidad del cuerpo social. los planos real y legal no encontrarían 
coherencia entre sí.
Hasta ahora hemos intentado aproximarnos a un análisis preli-
minar sobre el sistema de seguridad en la república argentina combi-
nando factores de especial consideración tanto en el sistema de segu-
ridad interior federal como en el sistema de seguridad emergente en 
las provincias, tomando como un eje de relevancia el carácter federal 
del país.
En primera instancia podemos mencionar que el sistema de se-
guridad federal se encontraría en condiciones jurídicas de garantizar 
los derechos y garantías constitucionales y la vigencia más o menos 
plena de las instituciones del sistema republicano. En este sentido, la 
ley de Seguridad interior aporta el marco federal necesario para tales 
fines, que se concretarían en las funciones que tiene en su jurisdicción 
el consejo de Seguridad interior. Sin embargo, se plantean algunas 
situaciones que hoy no pueden enmarcarse en la interpretación uní-
voca de la ley mencionada, como es el caso de la intervención de la 
Gendarmería nacional en la prestación de la seguridad ciudadana en 
el microcentro de la ciudad de mendoza.
por otra parte, podemos apreciar que el conjunto normativo 
vigente tanto a nivel federal como a nivel provincial contiene tanto 
complejidades en la gestión de la seguridad como también en la defi-
nición política de las instituciones provinciales llamadas a proveer y 
resguardar la seguridad y el orden público. Esta última consideración, 
acerca de las definiciones de carácter político, también involucran los 
objetivos de las instituciones policiales provinciales, las estrategias de 
intervención como así también la relación que en la actualidad se pro-
ponen entre estas organizaciones y la sociedad civil.
un carácter predominante en los casos de estudio analizados es 
la presencia innegable de los civiles en la conducción política de las 
policías provinciales. En este sentido, sostenemos que las policías han 
perdido “el monopolio” en la definición de las políticas de seguridad 
(Saín, 2002). a favor de una mayor complejización de los sistemas 
de seguridad provinciales, se suman nuevos actores a la definición 
política de las instituciones de control social, entre ellas las policías. 
Existiría, en los niveles provinciales, una conversión civil del carácter, 
otrora policial, de estas organizaciones.
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En la dimensión federal de la problemática, existen dificultades 
a la hora de definir no solo qué es una fuerza policial sino también 
cuál es el ámbito específico al que cada una de ellas (policía Fede-
ral, Gendarmería nacional, policía de Seguridad aeroportuaria, etc.) 
debe abocarse. de aquí podemos deducir que de acuerdo a las defi-
niciones políticas del momento, todas ellas relativas, existe un riesgo 
permanente de una superposición de espacios de intervención. para 
ciertos procedimientos, depende de las definiciones que haga el deci-
sor político de las oportunidades que condicionan el éxito del mismo, 
se podría usar indistintamente una u otra organización del sistema 
federal de seguridad.
antes mencionamos que los planos real y legal no coinciden en-
tre sí. lo mismo pasa, por lo menos con los casos analizados preli-
minarmente, con los distintos planos provinciales en materia de la 
gestión jurisdiccional de la seguridad. Si tomamos en primera ins-
tancia la institucionalidad emergente en la gestión jurisdiccional de 
la seguridad podemos decir que a diferencia de las provincias como 
córdoba, otras no poseen una definición específica de la seguridad, 
del sistema de seguridad local y de los recursos humanos que lo con-
forman. la ley n° 9.235 de Seguridad pública de la provincia de 
córdoba define política e institucionalmente estos elementos men-
cionados, lo que no ocurre con aquellas provincias que tienen como 
legislación vigente en la materia, las leyes orgánicas policiales, como 
jujuy o chaco. conceptualizaciones fundamentales de las organiza-
ciones de control social pasan por el carácter actual y democrático 
que se le quiera dar a las policías como “guardianas de una expresión 
social y política” del Estado (masclanis, 2007). En general, las leyes 
orgánicas policiales no aportan precisiones fundamentales acerca de 
la relación y el rol de estas instituciones con la sociedad civil, aunque 
aporten exactitudes con respecto a la organización de las fuerzas y la 
división del trabajo consecuente.
Es destacable que en materia de seguridad ciudadana, el ciudada-
no se convierte en un sujeto activo de injerencias e involucramientos 
en el área de seguridad que nunca antes estuvieron a su alcance. inje-
rencias reconocidas de hecho o de derecho. Ello hace que el espacio 
público en el cual se gestione la seguridad con participación ciudada-
na sea un espacio multidimensional donde la interacción de diversos 
actores, entre ellos los institucionales como las policías, promueva un 
rediseño en los aspectos preventivo, estratégico, logístico, informati-
vo, comunicacional, entre otros. pero en una realidad federal como la 
argentina, la diversidad en la conformación de sistemas instituciona-
les de seguridad, la multiplicidad de leyes que regulan particularmen-
te cada sistema en cada provincia, y la variedad consecuente de estilos 
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de participación ciudadana reconocidos en el ámbito de la seguridad 
hacen que la gestión jurisdiccional de la seguridad en argentina sea 
diversa y profundamente compleja.
la participación de la ciudadanía en los denominados sistemas 
de seguridad provinciales es otro factor que caracteriza a algunas pro-
vincias con respecto a otras. El reconocimiento que se hace de nuevos 
actores civiles que aparecen como componentes del sistema, ya sea 
las llamadas juntas de participación Vecinal (ley 9.235 de córdoba) 
o consejos locales de participación ciudadana (ley 4.200 de río ne-
gro) indica una integración efectiva de la ciudadanía en el ámbito de 
la seguridad. En consonancia con el incremento de las demandas ciu-
dadanas de mayor seguridad, persistente en la mayoría de las provin-
cias argentinas, la definición de las leyes específicas de seguridad de 
nuevos actores protagónicos nos demuestra que la sociedad civil posee 
espacios no necesariamente librados a la especulación política electoral 
para definir gestiones en la materia. Sin embargo, en todas aquellas ju-
risdicciones que se rigen por cuerpos legales relacionados con la orgá-
nica policial, la participación civil es consecuentemente desconocida.
una particular apreciación, en este intento preliminar e incom-
pleto de analizar la institucionalidad emergente en la gestión jurisdic-
cional de la seguridad en argentina, se refiere a los órganos de control 
que tienen la función de analizar y sancionar administrativas las in-
conductas policiales. El caso de la provincia de córdoba es único en el 
país, donde el Tribunal de conducta policial y penitenciario, legislado 
en la ley provincial n° 9.235 ya mencionada, se instituye como una 
instancia civil de juzgamiento. desaparecida la tradicional oficina de 
“asuntos internos”, este Tribunal civil, compuesto por miembros del 
Ejecutivo y del legislativo cordobés, se convierte en una experiencia 
innovadora a nivel nacional donde la institucionalidad emergente se 
presenta como una efectiva intervención de la sociedad en el escena-
rio de la seguridad.
por último, reconocemos que a partir del federalismo, aún inci-
piente en argentina, con todos sus vicios y limitaciones dados por un 
centralismo histórico, la diversidad en la gestión jurisdiccional de la 
seguridad se convierte en un componente preliminarmente distorsivo. 
la carencia de definiciones institucionales y políticas, acordadas en-
tre las provincias, acerca de conceptos esenciales en democracia como 
las policías y el rol compartido de ellas con los civiles en el Estado 
de derecho, hace que la vida cotidiana, el transitar de los caminos y 
la percepción social emergente de las instituciones de control social 
sea diferente y por lo tanto, el respeto, la confianza y la visibilidad 
ciudadana de estas instituciones no tenga un denominador común. 
Sin embargo, se puede apreciar que lo que comparten los escenarios 
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provinciales es la preocupación ciudadana por la inseguridad y la 
preocupación por la eficiencia y la eficacia de las policías, y del siste-
ma de seguridad si estuviera como tal definido, para dar respuestas a 
la problemática, cada vez más creciente.
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